
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



       Señor (a): TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE CALI HONORABLE MAGISTRADO, MARIA NANCY GARCIA GARCIA   E.S.D.  REFERENCIA:         ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA  DEMANDANTE:       EDMUNDO URBANO URBANO DEMANDADO:        ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES RADICACIÓN:        76001310501420170032001  ASUNTO:                 PODER ESPECIAL  MARIA JULIANA MEJIA GIRALDO, identificada con la cedula de ciudadanía No. 1.144.041.976 de Cali (Valle), en mi calidad de representante legal suplente de la firma MEJIA Y ASOCIADOS ABOGADOS ESPECIALIZADOS S.A.S., bajo el NIT 805.017.300-1 sociedad con domicilio principal la ciudad de Cali constituida mediante escritura pública No. 1297 del 04 de julio de 2010 de la Notaria Cuarta (04) de Cali  inscrita en cámara y comercio el 06 de julio de 2015 con el No 9038 del Libro IX y reformada mediante escritura pública 2082 del 08 de junio de 2015 de la Notaria cuarta (04) de Cali inscrita en cámara y comercio el 02 de julio de 2015 con el No. 9038 del libro IX, actuando en nombre y representación de la Administradora Colombiana de Pensiones-Colpensiones para realizar las actuaciones necesarias para la defensa jurídica de esta Entidad dentro del proceso del asunto, mediante poder general otorgado mediante la escritura pública No. 3373 del 03 de septiembre de 2019 de la Notaria novena (09) del Circulo de Bogotá.  A su vez, manifiesto que a través del presente escrito SUSTITUYO poder a la Doctora WENDY VIVIANA GONZALEZ MENESES igualmente mayor y vecina de esta ciudad, identificada con la cédula de ciudadanía No. 1.113.666.182 expedida en Palmira y portadora de la Tarjeta Profesional No. 309.671, la apoderada queda facultada para presentar alegato de conclusión.   En consecuencia, sírvase reconocer personería a la Doctora WENDY VIVIANA GONZALEZ MENESES en los términos del presente mandato.  Renuncio a término de notificación y ejecutoria del auto favorable.  De usted, respetuosamente,                                    Acepto,      ____________________________    MARIA JULIANA MEJIA GIRALDO   WENDY VIVIANA GONZALEZ M.  C.C. No. 1.144.041.976 de Cali    C.C. No. 1.113.666.182 de Pal. T.P. No. 258.258 del C. S. J.    T.P. No. 309.671 del C.S.J.   



       Correo Electrónico: wgonzalez@mejiayasociadosabogados.com y wvivianagonzalez8@gmail.com  Señor (a): TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE CALI HONORABLE MAGISTRADO, MARIA NANCY GARCIA GARCIA   E.S.D.  REFERENCIA:           ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA  ASUNTO:                  ALEGATOS DE CONCLUSION DEMANDANTE:      EDMUNDO URBANO URBANO DEMANDADO:        ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES RADICACIÓN:          76001310501420170032001  WENDY VIVIANA GONZALEZ MENESES, mayor de edad vecina de esta ciudad, identificada con cedula de ciudadanía No. 1.113.666.182 de Palmira, portadora de la Tarjeta Profesional No 309.671 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando en mi calidad de apodera judicial sustituta de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES, dentro del término legal me permito descorrer el traslado conferido para ALEGAR DE CONCLUSION en el proceso de la referencia, solicitando que sea revocada la Sentencia del  28 de agosto de 2019, proferida por el Juzgado 014 Laboral del Circuito de Cali, de acuerdo a los siguientes planteamientos:   El demandante, EDMUNDO URBANO URBANO, presento por medio de apoderado judicial, proceso ordinario laboral a fin de que se declara que tenía derecho al reconocimiento y pago por parte de COLPENSIONES, de la pensión de sobreviviente con ocasión del fallecimiento de la señora Luz Mery Álvarez Orozco (Q.E.P.D) conforme al principio constitucional de la condición más beneficiosa, y con base en lo establecido en el Decreto 758 de 1990, desde el momento de su fallecimiento. Por lo que una vez surtidas, todas las etapas del proceso, la sentencia proferida, fue favorable al actor, reconociéndose la sustitución pensional, por parte del juez de primera instancia, razón por la cual se presentó recurso de apelación.    Por ello, se considera desacertada la sentencia de primera instancia, atendiendo a que:   En primer lugar, La afiliada Señora Luz Mery Álvarez Orozco, falleció el 24 de julio de 2007, de acuerdo a la historia laboral reporta un total de 1045,43 semanas de cotización, razón por la cual se presenta a reclamar el aquí demandante, el reconocimiento de la pensión de sobreviviente, en aplicación al principio de la condición más beneficiosa, sin embargo, atendiendo a la fecha de muerte de la señora Álvarez Orozco, se considera que la norma aplicable es el literal a) del artículo 47 de la Ley 100 de 1993 modificado por el 



       artículo 13 de la Ley 797 de 2003, el cual indica:  “Artículo 47. Beneficiarios de la Pensión de Sobrevivientes. Son beneficiarios de la pensión de sobrevivientes: a) En forma vitalicia, el cónyuge o la compañera o compañero permanente o supérstite, siempre y cuando dicho beneficiario, a la fecha del fallecimiento del causante, tenga 30 o más años de edad. En caso de que la pensión de sobrevivencia se cause por muerte del pensionado, el cónyuge o la compañera o compañero permanente supérstite, deberá acreditar que estuvo haciendo vida marital con el causante hasta su muerte y haya convivido con el fallecido no menos de cinco (5) años continuos con anterioridad a su muerte; Texto subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-1094 de 2003. “  Por lo que, una vez verificado ello, mi defendida, evidencia que la afiliada no dejo causado el derecho a la pensión de sobreviviente, toda vez que su última cotización fue el 31 de diciembre 2001. Razón por la cual, se pasa a estudiar la procedencia en la aplicación del principio de la condición más beneficiosa, el cual esta contemplado para las pensiones de sobrevivientes, busca la protección de un grupo de personas ubicadas en una situación jurídica concreta, a quienes deberá aplicársele la norma inmediatamente anterior a la ocurrencia del hecho generador de la prestación (muerte). El presente postulado encuentra fundamento en la inexistencia de un régimen de transición para este tipo de pensiones y deberá aplicarse de la siguiente manera: (I) Para las personas que fallezcan entre la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 y hasta la entrada en vigencia de la Ley 797 de 2003 será lo normado en el Decreto 758 de 1990, esto es, acreditar 150 semanas en los 6 años anteriores al 01 de abril de 1994 o 300 semanas en cualquier tiempo, respetando siempre la fecha de entrada en vigencia del nuevo régimen pensional (01 de abril de 1994) y (II) para quienes fallezcan después de la entrada en vigencia de la Ley 797 de 2003, se tomará lo referido en la Ley 100 de 1993 en su texto original, siempre y cuando la muerte haya acaecido entre el 29 de enero de 2003 y el 29 de enero de 2006.  En razón a ello, la norma aplicable en principio es la ley 797 de 2003, por ser el postulado vigente al momento de la muerte del afiliado, ahora bien, en aplicación de la condición más beneficiosa deberá estudiarse la pensión según lo dispuesto en la norma inmediatamente anterior, esto es, Ley 100 de 1993 en su texto original.  



       Sin embargo, tras revisar la historia laboral se encuentra que no cuenta con semanas de aportes en el año anterior al 29 de enero de 2003, fecha de la entrada en vigencia de la Ley 797 de 2003, estableciendo que la causante no causo la expectativa legitima del derecho pensional, así como también se encuentra que la fecha del fallecimiento del causante ocurrió el 24 de julio de 2007, es decir con posterioridad a lo estipulado por la Corte Suprema de Justicia, la cual dio un rango de aplicación de la condición más beneficiosa para adquirir los derechos que se causaron entre el 29 de enero de 2003 y el 29 de enero de 2006, por lo tanto, es improcedente acceder al reconocimiento de la prestación.  Por lo anterior, solicito sea revocada la sentencia proferida, teniendo en cuenta que, el actuar de mi representada estuvo ajustado a la normatividad vigente y aplicable al caso concreto, así como a lo dispuesto por la jurisprudencia del máximo tribunal de la jurisdicción ordinaria,  no asistiéndole derecho al reconocimiento de la pensión de sobreviviente al demandante.       Wendy Viviana Gonzalez Meneses C.C. No. 1.113.666.182 de Palmira T.P. No. 309.671 del C. S. J. 


